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Desde la otra perspectiva que antes hemos deno-
minado externa, centrada en el examen de las nece-
sidades esenciales de tutela del derecho fundamental,
de lo actuado en el proceso judicial previo no consta
que la intervención de los órganos encargados de la
investigación penal estuviese encaminada a vulnerar el
derecho fundamental al secreto de las comunicaciones
de manera intencionada o que la misma sea producto
de una negligencia grave. Por el contrario, la justificación
ofrecida por la Guardia Civil al solicitar autorización para
la intervención del teléfono —investigar una operación
de tráfico de sustancias estupefacientes— determina el
posible delito y su gravedad, al igual que permitió cierto
control judicial a través de la indicación del lugar en
que se estaban llevando a cabo las escuchas, de la fecha
de la conexión y comienzo de la mismas así como el
de su cese, y de la solicitud de prórroga antes de trans-
currir el plazo concedido.

En cualquier caso, la tutela del derecho al secreto
de las comunicaciones quedó salvaguardada con la pro-
hibición de valoración de la prueba lesiva del mismo,
así como con la prohibición de que se trajesen al juicio
oral pruebas que derivasen directa o indirectamente de
la mentada intervención telefónica; cosa que ya hizo la
Audiencia Provincial antes de que comenzasen las sesio-
nes del juicio oral.

4. Tomando como punto de partida lo hasta aquí
expuesto, no hay razones que permitan dudar de que
en el juicio oral se practicaron pruebas obtenidas líci-
tamente. Este carácter lo tienen, aparte el hecho de la
aprehensión de la droga en el taxi en que viajaba el
recurrente, la declaración de los Agentes de la Guardia
Civil que la intervinieron y que participaron en la vigi-
lancia y seguimiento de los sospechosos, la del propio
demandante que reconoció que era suya la carpeta en
la que se encontró la droga y la del taxista que conducía
el vehículo en el que el actor transportaba la sustancia
intervenida. Si bien toda esta prueba, atendiendo al
desarrollo histórico de los hechos, se sitúa en el contexto
de las escuchas telefónicas ilícitas, lo verdaderamente
relevante es que se muestra desconectada de éstas en
la medida en que no era el recurrente la persona sujeta
a investigación a través de tales escuchas telefónicas
ni se supo su relación con los hechos hasta el momento
en que fue detenido en el control policial.

Por todo ello, y visto que la Audiencia Provincial decla-
ró nulas y dejó sin efecto las intervenciones telefónicas
practicadas —preservando así el derecho fundamental
al secreto de las comunicaciones—, amén del hecho de
que ninguna de las conversaciones grabadas fue deter-
minante de la intervención de la droga, puede concluirse
que la ilicitud inicial de las escuchas referidas, en cuanto
lesivas del expresado derecho fundamental, no se pro-
pagó a las demás pruebas que fundamentaron la con-
dena. Todo ello permite afirmar que son válidas las prue-
bas valoradas en las resoluciones judiciales y que éstas
constituyen un conjunto probatorio de cargo suficiente
para la condena.

No puede concluirse, por lo dicho, que se haya vul-
nerado el derecho a un proceso con todas las garantías
puesto que el mismo fue reparado por la Audiencia Pro-
vincial antes de comenzar las sesiones del juicio oral.
Tampoco se ha lesionado el derecho fundamental a la
presunción de inocencia puesto que la condena se basa
en pruebas de cargo válidamente obtenidas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Juan José Ramírez Ruiz.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

1181 Sala Primera. STC 239/1999, de 20 de
diciembre de 1999. Recurso de amparo
352/95. Promovido por Eugenio Bordás Poli-
dura frente a las Sentencias de la Audiencia
Provincial y del Juzgado de lo Penal núm. 1
de Santander, que le condenaron como autor
de un delito de tenencia ilícita de armas halla-
das al registrar un domicilio buscando efectos
de procedencia ilícita. Supuesta vulneración
de los derechos a la inviolabilidad del domi-
cilio y a la presunción de inocencia: Auto insu-
ficientemente motivado para registrar el domi-
cilio de un tercero, pero pruebas independien-
tes que justifican la condena.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 352/95, interpuesto
por don Eugenio Bordás Polidura, bajo la representación
procesal del Procurador de los Tribunales don Marco
Aurelio Labajo González y asistido por el Letrado don
Pedro Luis Huerta Gandarillas, contra las Sentencias del
Juzgado de lo Penal núm. 1 de Santander de 26 de
octubre de 1994 y de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Santander de 30 de diciembre de 1994,
condenatorias por delito de tenencia ilícita de armas.
Ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
la Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 3
de febrero de 1995, don Eugenio Bordás Polidura, asis-
tido por el Letrado don Pedro Luis Huerta Gandarillas,
manifestó su intención de interponer recurso de amparo
contra las Sentencias arriba mencionadas, que lo con-
denaron como autor de un delito de tenencia ilícita de
armas, pidiendo al propio tiempo que se le nombrara
Procurador del turno de oficio.

2. Efectuada la designación solicitada, mediante
escrito registrado en este Tribunal el 18 de abril de 1995
el Procurador de los Tribunales don Marco Aurelio Labajo
González, en nombre y representación de don Eugenio
Bordás Polidura, formalizó la demanda de amparo. De
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la demanda y actuaciones recibidas se desprenden los
siguientes hechos relevantes:

a) El 25 de octubre de 1991, en virtud de man-
damiento de entrada y registro acordado por Auto del
Juzgado de Instrucción núm. 6 de Santander de la misma
fecha, se halló en el domicilio de don Enrique Borja Dual,
sito en la calle Alday núm. 15 de Maliaño (Cantabria),
una escopeta de cañones recortados en perfecto estado
de funcionamiento (sin licencia ni guía de pertenencia).
El oficio de la Comandancia de la Guardia Civil del Puesto
de Camargo (Cantabria) de 25 de octubre de 1991, soli-
citando el mandamiento, decía lo siguiente:

«Según noticias adquiridas por el personal de
este Puesto, se ha tenido conocimiento de que en
el domicilio de Enrique Borja Dual, vecino de Malia-
ño, calle Alday núm. 5, se pudieran encontrar efec-
tos de procedencia ilícita, tales como sustancias
estupefacientes y algún efecto procedente de robo,
es por lo que se solicita de su autoridad el oportuno
mandamiento de entrada y registro ...»

Y el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 6 de San-
tander de esa misma fecha, otorgando el mandamiento,
era del siguiente tenor:

«Antecedentes de hecho

Único.—Según se desprende de la precedente
comunicación, es de creer fundamentalmente que
en el domicilio ocupado por ENRIQUE BORJA DUAL
sito en esta ciudad, calle ... Alday 5 Maliaño ... ,
existen objetos o instrumentos procedentes de
delito.

Razonamientos jurídicos

Único.—Que en consecuencia y teniendo en
cuenta lo que dispone el Título VIII del Libro 2.ode
la L.E.Crim. procede acordar la entrada y registro
en el lugar que luego se dirá, que se llevará a efecto
en la forma y requisitos exigidos en mencionadas
Disposiciones, expidiéndose para ello el oportuno
Mandamiento al funcionario o funcionarios que han
de realizarlo.

Vistos los preceptos legales citados y demás de
general y pertinente aplicación

Parte dispositiva

Se decreta la entrada y registro en el domicilio
ocupado por ... Enrique Borja Dual ... , sito en la
calle ... Alday 5 Maliaño ... , que se llevará a efecto
durante las horas del día, con las formalidades pres-
critas en el Libro II, Título VIII L.E.Crim., comisio-
nándose para llevarlo a cabo a ... Guardia Civil ...
quienes deberán ocupar los objetos o instrumentos
que hallaren y dar cuenta de su resultado. Expídase
el oportuno Mandamiento ...»

Formando parte de las mismas diligencias policiales,
se produjo la recuperación de una máquina rotaflex, que
había sido sustraída el 7 de octubre de 1991 de una
caseta de obras del Ayuntamiento de Camargo, al que
le fue devuelta.

b) Como consecuencia de la entrada y registro en
el citado domicilio, en el que intervinieron diversos agen-
tes de la Guardia Civil y la Secretaria del Juzgado como
única testigo, se procedió a la detención y toma de decla-
ración de don Enrique Borja Dual, y al día siguiente,
a consecuencia de lo antedicho, se procedió a la deten-
ción del ahora recurrente en amparo, Sr. Bordás Polidura.

c) Tales hechos dieron lugar a la apertura por el
Juzgado de Instrucción núm. 6 de Santander de dili-
gencias previas (núm. 1.020/91) contra el actual

demandante de amparo y don Enrique Borja Dual, luego
transformadas en procedimiento abreviado (núm.
93/92). Celebrado el juicio oral (núm. 1.058/92), el Juz-
gado de lo Penal núm. 1 de Santander dictó Sentencia,
el 26 de octubre de 1994, condenando a los dos acu-
sados como autores de un delito de tenencia ilícita de
armas (art. 254 C.P. de 1973), a la pena, para cada
uno de ellos, de dieciocho meses de prisión menor, acce-
sorias de privación de todo cargo público y derecho de
sufragio durante el tiempo de la condena y costas; y
al aquí recurrente en amparo, además, como autor de
un delito de robo (arts. 500, 504.2 y 505 de dicho C.P.),
a la pena de un mes y un día de arresto mayor, accesorias
de privación de todo cargo público y derecho de sufragio
durante el tiempo de la condena, y a indemnizar al Ayun-
tamiento de Camargo en 10.000 pesetas.

d) Contra dicha Sentencia los dos acusados inter-
pusieron sendos recursos de apelación. Dichos recursos
(rollo núm. 177/94) fueron resueltos por Sentencia de
la Sección Primera de la Audiencia Provincial de San-
tander de 30 de diciembre de 1994 que, estimando
el recurso de don Enrique Borja Dual y sólo en parte
el del actual demandante de amparo, revocó también
parcialmente la de instancia, condenando al aquí
recurrente como autor de un delito de tenencia ilícita
de armas, a la pena de dieciocho meses de prisión menor
y suspensión de cargo público y derecho de sufragio
durante el tiempo de la condena, y al pago de una cuarta
parte de las costas; absolviendo a los dos acusados del
resto de los hechos que se les imputaban.

3. El recurrente entiende que su condena por delito
de tenencia ilícita de armas se ha producido con vul-
neración de los derechos a la inviolabilidad del domicilio
(art. 18.2 C.E.) y a la presunción de inocencia (art. 24.2
C.E.).

Considera el demandante de amparo que en la dili-
gencia de entrada y registro se vulneró el derecho a
la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2 C.E.) por un
doble motivo, siendo, en consecuencia nula. En primer
lugar, porque el Auto que acordó su práctica carece de
motivación efectiva, ya que, bajo una forma lacónica
y estereotipada, se limita a autorizar el registro domi-
ciliario solicitado por la policía judicial. El Auto no valora,
ni explica, ni razona por qué se realiza la diligencia, y
en el oficio policial tampoco se concretan cuáles son
las «noticias adquiridas por el personal de este puesto»,
ni qué indicios existen para adoptar la medida, por lo
que aquél respondería a una simple sospecha policial.
Y, en segundo lugar, porque la diligencia de entrada
y registro no se extendió solamente al delito investigado
(tráfico de drogas), sino también a otro delito (tenencia
ilícita de armas), sin que mediara intervención judicial,
ya que, encontrada el arma de fuego, no se procedió
a la suspensión de la diligencia, a la adopción de medidas
cautelares y a un nuevo control judicial. En el plenario
compareció como testigo el Sargento Comandante del
Puesto de la Guardia Civil de Camargo, firmante de la
solicitud, quien declaró, a preguntas de las defensas,
que la autorización para la entrada y registro se pidió
buscando droga, y, a preguntas del Ministerio Fiscal,
que no se sospechaba de la existencia en la vivienda
de una escopeta.

El demandante de amparo entiende también vulne-
rado su derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2
C.E.), al no existir pruebas de cargo válidas en que basar
la imputación del delito de tenencia ilícita de armas,
ya que las declaraciones de los acusados se prestaron
como consecuencia del indicado registro, vulnerador del
art. 18.2 C.E., y, por lo tanto, están viciadas de raíz.

Por todo ello, solicita que se declare la nulidad de
las Sentencias impugnadas, y se le absuelva del delito
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por el que fue condenado. Pide, asimismo, que acuerde
la suspensión de la ejecución de aquéllas.

4. Por providencia de 6 de julio de 1995, la Sección
Primera acordó, antes de decidir sobre la admisión a
trámite del recurso, y de acuerdo con lo previsto en
el art. 88 LOTC, requerir atentamente del Juzgado de
lo Penal núm. 1 de Santander y de la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de dicha capital la remisión
de testimonio del juicio oral núm. 1.058/92, dimanante
del procedimiento abreviado núm. 93/92, y del rollo
de apelación núm. 177/94.

5. Recibidos tales testimonios, por providencia de
11 de septiembre de 1995 la Sección Primera acordó
admitir a trámite la demanda de amparo; a tenor de
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atentamente
al Juzgado de lo Penal núm. 1 de Santander el empla-
zamiento de quienes fueron parte en el juicio oral núm.
1.058/92, con excepción del recurrente en amparo, para
su posible comparecencia en este proceso constitucio-
nal; y, conforme a lo solicitado por la parte actora, formar
la correspondiente pieza separada de suspensión.

6. En la pieza separada de suspensión recayó Auto
de la Sala Primera de este Tribunal de 2 de octubre
de 1995 (ATC 267/1995), acordando la suspensión de
la ejecución de las Sentencias impugnadas en cuanto
a la pena privativa de libertad y accesorias, y denegán-
dola en cuanto a las costas.

7. Por providencia de 27 de noviembre de 1995,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó, a tenor
de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista de las actua-
ciones por un plazo común de veinte días al Ministerio
Fiscal y al solicitante del amparo para presentar las ale-
gaciones que a su derecho convinieran.

8. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 22 de diciembre de 1995 y registrado en
este Tribunal cinco días después, el recurrente formuló
sus alegaciones, reiterando en esencia las ya efectuadas
en la demanda y su solicitud de otorgamiento del ampa-
ro. No obstante, precisa que la falta de motivación del
Auto que autorizó la entrada y registro no puede enten-
derse salvada por la comunicación de la Guardia Civil
solicitando el mandamiento, al no exponerse en la misma
las diligencias policiales previas practicadas ni los indi-
cios existentes, por lo que una actuación acorde a Dere-
cho debiera haber llevado al Juzgado a denegar la soli-
citud, en aplicación del criterio de proporcionalidad; y
que, por tanto, la diligencia de entrada y registro se vería
afectada por una inconstitucionalidad insalvable, que
contaminaría todas las pruebas derivadas de ella.

9. El Ministerio Fiscal registró su escrito de alega-
ciones el 26 de diciembre de 1995, interesando la dene-
gación del amparo, por las razones siguientes:

Derecho a la inviolabilidad del domicilio. A juicio del
Ministerio Fiscal, de la lectura de la demanda se infiere
que la denuncia se concreta, no en una entrada en sí
misma inconstitucional en morada ajena fuera de los
supuestos del art. 18.2 C.E. (consentimiento del titular,
autorización judicial o flagrancia), sino en las deficiencias
del Auto de autorización, no motivado a juicio del
recurrente, y en la discrepancia entre el alcance de lo
autorizado y lo efectivamente hallado.

Sobre la supuesta falta de motivación, para el Minis-
terio Fiscal no cabe compartir la afirmación de la deman-
da de amparo de que el Auto del Juzgado de Instrucción
núm. 6 de Santander carezca de motivación alguna, ni
resulta pertinente el concepto de indicio racional de cri-
minalidad (expresión propia del procesamiento), que
introduce en su discurso el recurrente, y que no se deriva,

a estos efectos, ni de la C.E. ni de la L.E.Crim., siendo
más acorde el de sospecha fundada.

En su opinión, el Auto que autoriza la entrada en
el domicilio de don Enrique Borja Dual, si bien reflejado
en material previamente impreso, contiene concreciones
suficientes que limitan, de un lado, la actuación de la
policía judicial, y, de otro, garantizan los derechos del
sujeto pasivo del registro. Así, en el apartado de los
Antecedentes, en el que ha de integrarse el oficio de
la Guardia Civil por desprenderse de su dictado, se jus-
tifica la necesidad de la entrada por la sospecha de hallar-
se objetos o instrumentos procedentes de delito, con-
cretándose el domicilio a registrar y su titular.

Y, por lo que respecta al único razonamiento jurídico,
es cierto que podría haberse especificado más, toda vez
que las normas del Título VIII del Libro II L.E.Crim. no
sólo contemplan supuestos de registro, sino también la
detención y apertura de la correspondencia. Pero tam-
bién lo es que la resolución judicial es un todo que ha
de interpretarse sistemáticamente, y, a estos efectos,
la parte dispositiva acota el terreno autorizado, contraído
al registro, comisionando a la Guardia Civil, con limitación
de horario (de día) y obligando a dar cuenta del resultado.
Todo ello cierra el círculo de garantías y, desde el área
constitucional, cumple las exigencias del art. 24.1 C.E.,
por cuanto contiene una explicación suficiente, fáctica
y jurídica, del criterio de decisión.

Sobre la falta de coincidencia de la petición policial
de entrada y registro con lo hallado en el interior del
domicilio, el Ministerio Fiscal no comparte la opinión
expresada en la demanda de que lo procedente hubiera
sido, una vez hallada la escopeta, suspender la diligencia
de registro y acudir al juez para obtener un nuevo
mandamiento.

Señala, a este respecto, que en los estadios iniciales
de una investigación no se pueden conocer con exactitud
ni los objetos sustraídos, ni los instrumentos utilizados
para ello. A ello se deben los términos genéricos que
utiliza la L.E.Crim. al regular la restricción del derecho
fundamental a la inviolabilidad del domicilio («efectos
o instrumentos del delito»), y que no podría ser de otra
forma, porque lo que, en definitiva, justifica la entrada
y registro es la falta de conocimiento exacto de lo que
allí se encuentra y su aprehensión para acreditar que
fueron hallados bajo el dominio o posesión de una per-
sona, titular o inquilino de la vivienda, o vinculada con
ellos.

De acuerdo con ello, y a tenor de las actuaciones,
no cabe advertir, a su juicio, una total desvinculación
entre lo buscado y lo hallado. La escopeta de cañones
recortados podía ser objeto o instrumento de un delito,
al incorporar un valor económico susceptible de apo-
deramiento (robo, hurto, receptación, etc.) o ser sus-
ceptible de ser usada para su comisión (delitos con vio-
lencia). De ahí que procediera su aprehensión, al apa-
recer vinculada con el oficio policial que se refería, entre
otros, a efectos de procedencia ilícita y con la resolución
judicial autorizante, que reproduce los términos de la
solicitud, sin perjuicio de que las incidencias posteriores
del procedimiento condujeran a la falta de acreditación
de la procedencia del arma o de su utilización en hechos
delictivos, que se investigó por el laboratorio de balística
de la Guardia Civil. De otro lado, la tajante afirmación
que se realiza en la demanda de que se estaba inves-
tigando un delito contra la salud pública supone, a su
juicio, una lectura parcial de alguna declaración, a la
que cabe oponer los documentos reseñados (oficio y
Auto) y la manifestación de otro Guardia Civil en el
juicio oral en el sentido de que fueron a buscar efectos
procedentes de robo.

El Ministerio Fiscal considera aceptables las consi-
deraciones que hacen a este propósito las Sentencias
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recurridas, particularmente las de la Audiencia Provincial,
en el sentido de que la calificación técnica del delito
efectuada por la Guardia Civil no puede llegar a invalidar
el registro y las consecuencias de imputación y condena
derivadas del mismo. A su juicio, habría que erradicar
en vía constitucional aquellas teorías que, amparadas
en mínimas irregularidades procesales, conduzcan al
absurdo, y, en este sentido, pretender que se ha que-
brantado un derecho fundamental por la aprehensión
en un registro de efectos cuya ilicitud se presume, como
un arma, exigiendo un nuevo mandamiento judicial, ade-
más de llegar a una meta indeseada por irracional, daría
lugar a la inoperatividad de los Cuerpos y Fuerzas de
Seguridad del Estado, posibilitando la desaparición de
efectos o instrumentos del delito.

En cuanto al derecho a la presunción de inocencia,
la constatación del pleno ajuste a la Constitución de
la diligencia de registro bastaría, a juicio del Ministerio
Fiscal, para descartar la denunciada vulneración del dere-
cho a la presunción de inocencia, pues la demanda de
amparo, sin un examen de la prueba practicada, se limita
a señalar que toda la habida sería inconstitucional por
provenir de la que se considera ilícitamente obtenida.

No obstante, a su juicio, cabría hacer notar la exis-
tencia de otras pruebas de la autoría del recurrente, ade-
más de la de registro, enervantes de su derecho a la
presunción de inocencia: las declaraciones de Enrique
Borja Dual ante la Guardia Civil, en el Juzgado y en
el acto del juicio oral; y las propias declaraciones del
recurrente, que, salvo en el acto del juicio, vino a reco-
nocer que recortó el arma, lo que implicaba un poder
de disposición inherente al citado acto.

10. Por providencia de 5 de noviembre de 1999,
se señaló para la deliberación de la presente Sentencia
el día 8 de noviembre, en el que se inició el trámite
y que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
las Sentencias de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Santander y del Juzgado de lo Penal núm.
1 de la misma localidad, por las que se condenó al Sr.
Bordás Polidura, demandante en este amparo, como
autor criminalmente responsable de un delito de tenen-
cia ilícita de armas. El Sr. Bordás Polidura ha invocado
en su demanda la eventual lesión de los derechos fun-
damentales a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2
C.E.) y a la presunción de inocencia (24.2 C.E.), repro-
chando a las citadas resoluciones el haberle condenado
empleando como únicas pruebas de cargo aquéllas obte-
nidas ilícitamente con motivo de una entrada y registro
en el domicilio de un tercero, que fueron autorizados
mediante un Auto del Juzgado de Instrucción núm. 6
de Santander carente de la debida motivación, además
de haber extendido indebidamente el mandamiento de
entrada y registro domiciliario a otro delito que no era
objeto en principio de las diligencias de investigación
llevadas a cabo por la Guardia Civil, y por el que fue
indebidamente condenado, la tenencia ilícita de armas.
Por último, y a consecuencia de la infracción del art.
18.2 C.E. en la que incurre la autorización de entrada
y registro resuelta por el Auto del Juzgado de Instrucción,
arguye el recurrente que se ha infringido su derecho
a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.), ya que las
pruebas de cargo, que llevaron al Juez de lo Penal pri-
mero, y después a la Audiencia Provincial en apelación,
a su condena, no fueron otras que el hallazgo de una
escopeta con sus cañones recortados y las declaraciones
de los dos acusados, el ocupante del domicilio registrado
y el ahora recurrente en el presente amparo, las de un
agente de la Guardia Civil que había participado en el

controvertido registro domiciliario y la del Sargento de
la Benemérita, el cual había suscrito el oficio dirigido
al Juzgado de Instrucción interesando dicha autorización
(sin que conste en las actuaciones si participó o no en
el registro).

El Ministerio Fiscal se opone a la estimación del pre-
sente recurso de amparo, alegando que el discutido Auto
del Juzgado de Instrucción núm. 6 de Santander estaba
debidamente motivado, pues dicha resolución judicial,
ciertamente extendida en un impreso dispuesto a tal
fin, contenía suficientes precisiones sobre las razones
y los términos en los que debía procederse a la entrada
y registro, que impiden hablar de insuficiencia respecto
de su motivación, salvaguardando perfectamente los
derechos de los implicados en el controvertido registro
domiciliario. Asimismo, el Ministerio Público rechaza que
dicho Auto haya realizado una indebida extensión del
objeto y fines de la entrada y registro respecto de aqué-
llos para los cuales se interesó mediante el oficio elevado
por la Guardia Civil al órgano judicial. Sostiene el Minis-
terio Fiscal que los términos en los que fue redactado
el oficio policial, al que remite el Auto del Juzgado, son
lo suficientemente amplios como para incluir el hallazgo
y búsqueda del arma luego encontrada, o, como dicho
oficio y el mentado Auto dicen expresamente, de cual-
quier otro «efecto o instrumento del delito». En conse-
cuencia, concluye el Ministerio Fiscal, no cabe hablar
de prueba alguna obtenida ilícitamente por haber infrin-
gido derecho fundamental alguno del recurrente en
amparo. No sólo la prueba obtenida de la entrada y regis-
tro domiciliarios no está viciada de nulidad, sigue dicien-
do el Ministerio Fiscal, sino que de las actuaciones se
desprenden otras pruebas de la autoría del demandante
de amparo en la comisión del ilícito penal por el que
fue condenado.

2. Para abordar adecuadamente el asunto litigioso
que hemos de resolver en este recurso de amparo es
necesario recordar, siquiera sea brevemente, cómo se
han sucedido los hechos de los que trajo su causa el
procedimiento penal que concluyó con la condena del
ahora demandante de amparo para reducir así la con-
troversia a sus justos términos.

Con motivo de la solicitud girada por la Guardia Civil,
el Juzgado de Instrucción expidió un mandamiento de
entrada y registro en un inmueble ocupado por el Sr.
Borja Dual. Tal mandamiento, de cuyo tenor literal y del
propio del oficio policial hemos hecho mérito en los ante-
cedentes de esta Sentencia, fue expedido por el Juez
de Instrucción accediendo en su integridad a lo solicitado
por la Guardia Civil, que entró y registró el mencionado
inmueble en presencia de su ocupante y de la Secretaria
del Juzgado, hallando una escopeta de caza con sus
cañones recortados. A consecuencia de lo cual se detuvo
al Sr. Borja Dual, a quien se tomó declaración con motivo
de la comisión de un delito de tenencia ilícita de armas.
En dicha declaración, el Sr. Borja Dual negó ser pro-
pietario del arma encontrada y afirmó desconocer que
estaba escondida en su casa. En su declaración ante
la Guardia Civil y luego ante el Juez Instructor identificó
como propietario de la escopeta a un tal «Ñuco», que
resultó ser el alias del ahora recurrente en amparo, Sr.
Bordás Polidura, a quien le había visto en posesión de
dicha arma en diversas ocasiones. Con ocasión de otras
diligencias de investigación sobre la desaparición de una
sierra mecánica rotoflex, el Sr. Borja Dual también indicó
a la Benemérita que tuvo conocimiento de que el «Ñuco»
fue el autor de la sustracción de dicha sierra mecánica
rotoflex, propiedad del Ayuntamiento de Camargo. Infor-
mación que fue corroborada por un tercero que tenía
en su poder dicha herramienta, quien declaró ante la
Guardia Civil que la persona que le vendió la mencionada
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sierra mecánica había sido el Sr. Bordás Polidura, deman-
dante del presente amparo.

A consecuencia de ambas declaraciones se procedió
a la detención del recurrente, quien en su declaración
ante la Guardia Civil, tras su detención, negó ser el pro-
pietario de la escopeta; aunque sí reconoció haberle
recortado sus cañones a petición de otro tercero. Tam-
bién negó en su declaración que la sierra mecánica pro-
cediese de un robo. Los Sres. Borja Dual y el ahora
demandante de amparo reiteraron, en síntesis, las decla-
raciones que habían hecho en las dependencias de la
Guardia Civil, cuando se volvió a tomar su testimonio
por el Juez de Instrucción.

Las diligencias previas abiertas a consecuencia de
la entrada y registro en el domicilio del Sr. Borja Dual
se transformaron posteriormente en un procedimiento
abreviado, en el transcurso del cual se celebró en dos
sesiones el juicio oral en el que se practicaron como
pruebas las declaraciones de los dos coimputados, las
del Sargento de la Guardia Civil que suscribió el oficio
policial interesando el mandamiento de entrada y regis-
tro, la de un número de la Guardia Civil que intervino
en el mismo, la del tercero que había adquirido pre-
suntamente la sierra mecánica del ahora demandante
de amparo y, por último, la declaración de un concejal
del Ayuntamiento de Camargo. El Juez condenó a ambos
inculpados como autores de un delito de tenencia ilícita
de armas, y al recurrente en amparo, además, por otro
delito de robo. La Audiencia Provincial, sin embargo,
absolvió al ocupante del domicilio registrado, Sr. Borja
Dual, de ambos delitos y al demandante de amparo del
de robo, confirmando, no obstante, la condena de este
último por la comisión de un delito de tenencia ilícita
de armas.

En consecuencia, resulta obvio que el demandante
de amparo resultó finalmente condenado por la comisión
del delito de tenencia ilícita de armas. La condena recaída
en Sentencia del Juez Penal se fundó tanto en el hallazgo
del arma, cuanto en la declaración del coimputado sobre
el conocimiento de que el otro acusado, recurrente en
este amparo, fue quien le recortó los cañones y en la
prestada, con todas las garantías (fue libremente efec-
tuada y en presencia de Letrado) por el demandante
de amparo ante la Guardia Civil y ratificada luego ante
el Juez de Instrucción sobre la forma en que se llevó
a cabo esa manipulación, no obstante haber negado los
hechos en la vista oral (fundamento de derecho 2.o de
la Sentencia de instancia). Por su parte, la Audiencia
Provincial fundó su convicción incriminatoria en el hallaz-
go del arma (aunque no consideró acreditada la tenencia
de la misma por el ocupante del domicilio en el que
se halló), y en aquellas mismas declaraciones depuestas
por el acusado, y recurrente en el presente amparo, ante
la Guardia Civil y el Juez de Instrucción, en las que reco-
nocía haber recortado los cañones de la escopeta; aun-
que lo hubiese negado luego en su declaración en la
vista oral del juicio.

A resultas de lo dicho, lo que se ha sometido al juicio
de este Tribunal y debemos, por tanto, examinar es si
aquel mandamiento de entrada y registro fue respetuoso
con las garantías sobre la inviolabilidad del domicilio
dispuestas en el art. 18.2 C.E. y, de no haberlo sido,
qué repercusión pueda tener su ilicitud constitucional
respecto de las pruebas de cargo que llevaron a los
órganos judiciales a la convicción de la autoría y cul-
pabilidad del recurrente en amparo por la comisión de
un delito de tenencia ilícita de armas, lo que constituye
el objeto de la segunda alegación de la demanda de
amparo, la eventual lesión del derecho a la presunción
de inocencia (art. 24.2 C.E.).

3. La demanda de amparo ordena sus quejas expo-
niendo, en primer lugar, la eventual vulneración del dere-
cho fundamental a la inviolabilidad del domicilio (art.
18.2 C.E.) para abordar en segundo término, y ligado
íntimamente a esta primera violación del derecho fun-
damental señalado, la supuesta lesión del derecho a la
presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.). Sin embargo,
las circunstancias del caso aconsejan matizar los tér-
minos en que se exponen las quejas del recurrente, ya
que el ahora recurrente en amparo no es en puridad
el titular del derecho fundamental a la inviolabilidad del
domicilio, sobre cuya lesión erige el fundamento de sus
alegatos en contra de las resoluciones judiciales que
le condenaron por la comisión de un delito de tenencia
ilícita de armas; y, por consiguiente, no puede esgrimir
su lesión, por la simple razón, dado que es éste un dere-
cho fundamental cuyo ejercicio es estrictamente per-
sonal (SSTC 30/1992, fundamento jurídico 4.o,
228/1997, fundamento jurídico 7.o; ATC 942/1985),
de que no ha sido su domicilio el violado.

En consecuencia, como hemos hecho en otras oca-
siones en las que el domicilio eventualmente violado
no era el del demandante de amparo (SSTC 290/1994,
133/1995, 94/1996, y mutatis mutandis las SSTC
94/1999 y 139/1999 y los AATC 280/1994 y
30/1998) debemos ceñir nuestro examen a compro-
bar si la prueba de cargo obtenida para enervar la pre-
sunción de inocencia del ahora recurrente en amparo
es, como él sostiene, constitucionalmente ilícita por
haber sido obtenida con menoscabo de un derecho fun-
damental sustantivo, en este caso, de un tercero.

No obstante lo dicho, el análisis de la eventual lesión
del derecho a la presunción de inocencia del recurrente
es inescindible del examen de la regularidad constitu-
cional de la entrada y registro judicialmente autorizados
en el inmueble ocupado por quien era coimputado en
el proceso penal y finalmente fue absuelto de todos los
cargos. La razón es obvia, ya que, si aquella entrada
y registro vulneraron el art. 18.2 C.E., como sostiene
el demandante de amparo, todas las pruebas de cargo
que tengan su origen en esa violación de un domicilio
son ilícitas, en los términos que se indican a continuación,
y su empleo para enervar la presunción de inocencia
puede constituir una lesión del art. 24.2 C.E., siempre
que sean las únicas pruebas tenidas en cuenta por los
órganos judiciales penales. Pues, en efecto, no sólo se
produce una lesión del derecho a la presunción de ino-
cencia de un sujeto por el hecho de que se obtengan
ilícitamente pruebas con infracción de alguno de sus
derechos fundamentales sustantivos, sino que, y así
sucede en este caso, también es ilícita la prueba obtenida
con infracción de los derechos fundamentales sustan-
tivos de un tercero si su destino es enervar la presunción
de inocencia del, en su caso, recurrente en amparo (SSTC
348/1993, 79/1994, 290/1994, 309/1994,
126/1995, 133/1995, 94/1996, 228/1997,
47/1998, 94/1999, 139/1999; AATC 317/1995,
30/1998).

4. Con arreglo a nuestra reiterada doctrina, la pre-
sunción de inocencia se viola cuando la prueba de cargo
se ha obtenido con vulneración de derechos fundamen-
tales sustantivos. En nuestra STC 94/1999 (fundamento
jurídico 6.o), donde abordamos un asunto similar al que
ahora nos ocupa, recordamos el fundamento de la pro-
hibición constitucional de la admisión como prueba de
cargo de toda aquella obtenida con infracción de un
derecho fundamental. Decíamos allí que esa prohibición
es una regla jurídica objetiva, que si bien no está recogida
en precepto constitucional alguno (aunque sí legal, art.
11.1 L.O.P.J.), ni en rigor deriva del derecho a la pre-
sunción de inocencia (art. 24.2 C.E.), se desprende ine-
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luctablemente de la dimensión objetiva de todos y cada
uno de los derechos fundamentales, que, en cuanto
reglas objetivas básicas de todos los procedimientos
seguidos por el Poder Público en el Estado democrático
de Derecho y en particular de los judiciales, les impone
su debida observancia, de forma que esos procedimien-
tos, bien de creación de normas jurídicas o de su apli-
cación, quedan privados de toda legitimidad constitu-
cional si transcurren al margen o sin respetar los dere-
chos fundamentales, o si amparan sus menoscabos. Y
esta exigencia derivada de la dimensión objetiva de los
derechos fundamentales posee una particular incidencia
en los procesos penales donde su observancia debe ser
aún más rigurosa y severa, si cabe, que en los restantes,
ya que dicho proceso es el cauce formal a través del
cual se apela y, según el caso, se somete al individuo
al uso más intenso y extremo del ius puniendi del Estado
(STC 81/1998, fundamento jurídico 2.o).

Ese fundamento de la prohibición de valorar en juicio
pruebas obtenidas con vulneración de derechos funda-
mentales, dada su posición preferente en el Estado
democrático y social de Derecho y su cualidad de dere-
chos inviolables inherentes a la persona (art. 10.1 C.E.),
que impone la inexcusable necesidad de tutelarlos en
todo caso, provoca la radical nulidad de todo acto jurídico
contrario a los mismos. Por ello, y en la medida en que
los órganos judiciales son los llamados por la Consti-
tución para la regular y ordinaria protección de los dere-
chos fundamentales (art. 53.2 C.E.), deberán rechazar
el empleo de pruebas en los procesos de los que conoz-
can, obtenidas con infracción de derechos fundamen-
tales, y muy en particular si dichas pruebas lo son de
cargo en los procesos penales; lo que también podrá
hacer valer el interesado aunque el derecho fundamental
menoscabado sea el de un tercero, siempre que esa
lesión suponga también una singular restricción o una
vulneración sin más de los suyos (SSTC 114/1984,
81/1998, 49/1999, 94/1999; STEDH, caso Schenk,
de 12 de julio de 1988).

Con arreglo a nuestra doctrina, se lesiona el derecho
fundamental a un proceso con todas las garantías (art.
24.2 C.E.) cuando se traen a la causa pruebas que pro-
vienen de un registro domiciliario autorizado mediante
la oportuna y motivada resolución judicial, pero prac-
ticado sin observar las condiciones previstas al efecto
en la L.E.Crim., arts. 566 y sigs., y en particular en el
art. 569 (el cual ha sido sometido a sendas reformas
en 1992 y 1995). Ahora bien, cuando esas pruebas
se han practicado en la vista oral como las únicas prue-
bas de cargo, y tienen su origen en una entrada y registro
domiciliarios ilícitos, en los términos antedichos, se esta-
rá ante una infracción del derecho a la presunción de
inocencia (art. 24.2 C.E.); aunque, con arreglo a nuestra
jurisprudencia, no lo sea del derecho protegido en el
art. 18.2 C.E. a la inviolabilidad del domicilio (SSTC
79/1994, 309/1994, 133/1995, 228/1997,
47/1998, 94/1999; AATC 349/1988, 58/1992,
223/1993, 126/1995, 317/1995).

Como hemos dicho expresamente desde la STC
290/1994, el único requisito necesario y suficiente por
sí mismo para dotar de licitud constitucional a una entra-
da y registro de un domicilio, que no sea el consen-
timiento expreso de quien la ocupa o la flagrancia del
delito, es la existencia de una resolución judicial que
con antelación lo mande o lo autorice (SSTC 133/1995,
228/1997). De manera tal que, si la entrada y registro
domiciliario, que no deja de ser una simple diligencia
de investigación (SSTC 22/1984, 207/1996), carece
de la oportuna orden judicial o, como veremos a con-
tinuación, ésta no está debidamente motivada, lo así
hallado en ese espacio vital que es el domicilio, objeto

último de protección por el art. 18.2 C.E., no podrá lle-
varse a la vista del juicio oral como prueba de cargo
(SSTC 384/1993, 94/1996, 94/1999, 139/1999; ATC
30/1998); y, en ocasiones, ni siquiera serán prueba
aquellas otras que deriven de las primeras, siempre que
entre ellas medie, lo que hemos dado en denominar
en nuestros pronunciamientos, una conexión de anti-
juricidad (SSTC 49/1999 y 139/1999). De lo contrario,
no sólo se habrá infringido el art. 18.2 C.E., sino también
el derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.)
de quien haya sido condenado en razón únicamente de
pruebas de cargo obtenidas violando el propio domicilio
o el de un tercero.

5. Es doctrina reiterada de este Tribunal que la reso-
lución judicial que con arreglo al art. 18.2 C.E. puede
autorizar la entrada y registro de una vivienda debe ser
motivada, con el propósito de alejar de la decisión judicial
todo automatismo, que no dejaría de ser una forma de
arbitrariedad del poder público prohibida en el art. 9.3
C.E. (SSTC 22/1984, 144/1987, 160/1991, 76/1992,
211/1992, 126/1995, 171/1997, 50/1995,
139/1999; ATC 30/1998; SSTEDH caso Chappell, de
30 de marzo de 1989; caso Niemitz, de 16 de diciembre
de 1992; caso Funke, de 25 de febrero de 1993). Una
motivación que no es sólo la exigible a los efectos del
art. 24.1 C.E. (SSTC 207/1996, 126/1995, 158/1996),
sino una motivación más intensa cuya fundamentación,
como acabamos de decir, radica en la interdicción de
la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3 C.E.).
Arbitrariedad que ha de conjurarse por el órgano judicial
mediante la rigurosa y precisa exposición del insosla-
yable juicio de proporcionalidad entre la medida restric-
tiva adoptada y el derecho fundamental limitado, en aten-
ción a las circunstancias de cada caso (SSTC 341/1993,
fundamento jurídico 7.o; 50/1995, fundamento jurídico
7.o).

En diversas ocasiones hemos señalado que esa reso-
lución motivada, cuyo objeto específico debe ser pre-
cisamente la autorización o el mandamiento de entrada
y registro, que debe ser dictada únicamente a tal fin
(STC 22/1984, fundamento jurídico 5.o), es un meca-
nismo preventivo, que no reparador, o, por así decir,
un acto de comprobación de las circunstancias del caso,
dirigido a la preservación del derecho a la inviolabilidad
del domicilio ante restricciones del mismo ilícitas. Una
medida singular de limitación de un derecho fundamen-
tal tan severa, como es la expedición de un mandamiento
judicial de entrada y registro en un domicilio, para no
incurrir en arbitrariedad, y, por consiguiente, en infrac-
ción del art. 18.2 C.E., debe exponer las razones que
justifican dicha medida y en qué términos debe llevarse
a cabo; esto es, debe poner de manifiesto el juicio de
proporcionalidad exigible para todo acto específico de
limitación de un derecho fundamental, so pena de lesio-
narlo. Pues, no hay que olvidar que la Constitución espa-
ñola habilita en su art. 18.2 al órgano judicial para acor-
dar una singular medida restrictiva de un derecho fun-
damental en unas circunstancias concretas, por lo que
sólo con el conocimiento de la motivación sobre la que
ha cimentado dicha restricción es posible comprobar
si ha respetado el derecho fundamental limitado en su
contenido esencial, o si, simplemente ha privado sin-
gularmente a una persona del mismo.

En estos casos, el órgano judicial no sólo debe exte-
riorizar en su resolución las razones jurídicas que le han
llevado a la decisión adoptada, lo que puede satisfacer
las exigencias del art. 24.1 C.E., sino que es necesario,
además, un mayor esfuerzo expositivo del órgano judicial
en la fundamentación de la medida limitativa de aquellas
libertades, sin que esta exigencia deba confundirse ni
con un razonar extenso o con un razonar prolijo, ni nues-
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tro examen de dicha motivación con un enjuiciamiento
sobre la calidad o la precisión de la motivación (en gene-
ral, por todas SSTC 158/1996, 151/1997, 175/1997
y 19/1999; respecto de la motivación de resoluciones
que afectan al art. 18.2 C.E., SSTC 37/1989, 7/1994,
207/1996; ATC 30/1998). Sólo si el órgano judicial
exterioriza con detalle las razones en las que ha basado
su resolución autorizando o mandando la entrada en
un domicilio, este Tribunal podrá examinar si el órgano
judicial ha cumplido con su función tutelar del derecho
a la inviolabilidad del domicilio o no, de forma que, a
falta de dicha motivación o si ésta es defectuosa, no
cabe duda que se habrá infringido el art. 18.2 C.E., que
impone objetivamente ese deber de tutela, viciando con
la nulidad todos los actos de ejecución de la orden judi-
cial y los que de ella deriven (en términos generales,
SSTC 200/1997, 33/1999).

Esa motivación para ser suficiente debe expresar con
detalle el juicio de proporcionalidad entre el sacrificio
que se le impone al derecho fundamental restringido
y su límite, argumentando la idoneidad de la medida,
su necesidad y el debido equilibrio entre el sacrificio
sufrido por el derecho fundamental limitado y la ventaja
que se obtendrá del mismo (SSTC 62/1982, 13/1985,
151/1997, 175/1997, 200/1997, 177/1998,
18/1999). El órgano judicial deberá precisar con detalle
las circunstancias espaciales (ubicación del domicilio)
y temporales (momento y plazo) de la entrada y registro,
y de ser posible también las personales (titular u ocu-
pantes del domicilio en cuestión) (SSTC 181/1995, fun-
damento jurídico 5.o; 290/1994, fundamento jurídico
3.o; ATC 30/1998, fundamento jurídico 4.o). A esta pri-
mera información, indispensable para concretar el objeto
de la orden de entrada y registro domiciliarios, deberá
acompañarla la motivación de la decisión judicial en sen-
tido propio y sustancial, con la indicación de las razones
por las que se acuerda semejante medida y el juicio
sobre la gravedad de los hechos supuestamente inves-
tigados, e igualmente, teniendo en cuenta si se está ante
una diligencia de investigación encuadrada en una ins-
trucción judicial iniciada con antelación, o ante una mera
actividad policial origen, justamente, de la instrucción
penal; y sin que sea necesario cimentar la resolución
judicial en un indicio racional de comisión de un delito,
bastando una noticia criminis alentada por la sospecha
fundada en circunstancias objetivas de que se pudo
haber cometido, o se está cometiendo o se cometerá
el delito o delitos en cuestión (STC 47/1998, funda-
mento jurídico 3.o) (la idoneidad de la medida respecto
del fin perseguido); la sospecha fundada de que pudiera
encontrarse pruebas o pudieran éstas ser destruidas, así
como la inexistencia o la dificultad de obtener dichas
pruebas acudiendo a otros medios alternativos menos
onerosos (su necesidad para alcanzar el fin perseguido);
y, por último, que haya un riesgo cierto y real de que
se dañen bienes jurídicos de rango constitucional de
no proceder a dicha entrada y registro, que es en lo
que en último término se fundamenta y resume la invo-
cación del interés constitucional en la persecución de
los delitos (STC 81/1998), pues los únicos límites que
pueden imponerse al derecho fundamental a la invio-
labilidad del domicilio son los que puedan derivar de
su coexistencia con los restantes derechos fundamen-
tales y bienes constitucionalmente protegidos a falta de
otra indicación en el precepto constitucional sobre sus
límites (juicio de proporcionalidad en sentido estricto).

6. Resta, por último, analizar si el órgano judicial
cumple con su obligación de motivar en estos casos,
bien con la remisión al oficio policial que interesó dicha
medida o bien, sin necesidad de que esa remisión sea
explícita, mediante una interpretación integrada de la

resolución judicial y la petición policial. Pues en efecto,
no debe soslayarse la distinción que acaba de hacerse
entre la expresa remisión al oficio policial y la integración
de éste con la resolución judicial como si de un todo
se tratare, ya que, si, según las circunstancias, en prin-
cipio podría ser constitucionalmente lícita la primera de
las posibilidades, siempre con las debidas precauciones
(SSTC 200/1997, fundamento jurídico 4.o, 49/1999,
fundamento jurídico 10, STC 139/1999, fundamento
jurídico 2.o), no cabe decir lo mismo de la segunda. La
Constitución en su art. 18.2 habilita al órgano judicial
en exclusiva para acordar semejante medida restrictiva
del derecho a la inviolabilidad de domicilio, y sobre él
recae la responsabilidad de la decisión que al respecto
tome. Y no estará de más advertir sobre el extremo,
ahora transcendente, de que aquí la remisión de una
decisión judicial a otra decisión de un poder público
no es de índole semejante a las que este Tribunal ha
considerado admisibles a los efectos del derecho a una
resolución judicial motivada (art. 24.1 C.E., por todos
ATC 207/1999 y las allí citadas), dado que aquí la remi-
sión no se hace a otra resolución judicial, sino a un
oficio policial. Su función preventiva, con ser la de garan-
te del derecho fundamental en cuestión, no consiste
constitucionalmente, ni puede consistir a la luz del art.
18.2 C.E., en una mera supervisión o convalidación de
lo pedido y hecho por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado. Quien adopta la decisión de limitar el derecho
fundamental y establece en qué términos tendrá lugar
dicha restricción es, constitucionalmente, el órgano judi-
cial, quien no puede excusar su deber de resolver y moti-
var lo resuelto con la simple remisión a los motivos que
aduzca otro poder público no judicial; sin perjuicio de
que en ciertos casos y según las circunstancias, en par-
ticular si ya hay una instrucción judicial en marcha, le
sea posible complementar algunos de los extremos no
esenciales de su mandamiento de entrada y registro,
es decir, los que no constituyan el juicio de proporcio-
nalidad, con los detalles que se hagan constar en el
oficio policial, siempre que éstos también respondan al
canon constitucional más arriba expuesto (SSTC
309/1994, 47/1998, fundamento jurídico 33.o,
94/1999; AATC 333/1993, 30/1998; a título general
STC 49/1999).

Dicho ésto sobre la remisión del mandamiento judicial
de entrada y registro domiciliario, resulta evidente que
no es de ningún modo aceptable la técnica de integra-
ción referida, en la que la motivación de la medida limi-
tativa singular del derecho a la inviolabilidad del domicilio
se extrae de la interpretación conjunta de, cuando
menos, el oficio policial interesándola y la resolución
judicial autorizándola. Semejante técnica no es sino una
forma de soslayar la habilitación constitucional del art.
18.2 C.E., donde es patente que, no sólo permite al órga-
no judicial competente adoptar semejante decisión, sino
que, además, le ordena que sea él quien tome esa deci-
sión, y en esa medida sea él también quien deba moti-
varla expresamente. Así pues, no es posible que la falta
o deficiente motivación del órgano judicial oportuno sea
suplida por una interpretación de conjunto que, en defi-
nitiva, vienen a realizar otros órganos judiciales en el
proceso penal, distintos de aquél que, con arreglo al
art. 18.2 C.E., debió decidir sobre la entrada y registro
de un domicilio. Es éste un caso en el que la ausencia
y falta de motivación y, en consecuencia, la lesión del
concreto derecho fundamental no puede suplirse ni
sanarse en las posibles instancias jurisdiccionales a las
que se acuda, pues, en puridad, en esas instancias ya
no cabe reparar la lesión infringida al derecho a la invio-
labilidad del domicilio convalidando ex post una entrada
y registro infundados y lesivos del art. 18.2 C.E..
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7. En el caso que nos ocupa, similar a los resueltos
por este Tribunal en sus SSTC 126/1995 y 139/1999,
el Juez de Instrucción se limitó, en un formulario ad
hoc, a declarar que había recibido el oficio policial, del
que se desprende que «es de creer fundamentalmente»
(sic) que en el domicilio ocupado por el Sr. Borja Dual
«existen objetos o instrumentos procedentes de delito».
A continuación se remite, sin mayor pormenor, a lo dis-
puesto en el Tít. VIII, Libro Segundo L.E.Crim., y acuerda
decretar la controvertida entrada y registro.

De la simple lectura del Auto, de cuya literalidad se
ha hecho mérito en los antecedentes de esta Sentencia,
se colige la falta de motivación, en los términos en los
que ésta debe darse a los efectos del art. 18.2 C.E.,
sin necesidad de examinar si hay o no remisión al oficio
policial (que, por cierto, es tanto o más parco que la
resolución judicial), o si es admisible o no el empleo
de formularios estereotipados como el utilizado en esta
ocasión (admisibles en principio, pues lo decisivo es que
contengan la motivación constitucionalmente exigida:
por todos ATC 145/1999, y las resoluciones de este
Tribunal allí citadas). El Auto del Juez Instructor se ha
limitado a cubrir, en el formulario pertinente, el origen
de la petición del mandamiento y los datos personales
del ocupante del domicilio y la dirección de este último,
sin que nada se diga sobre los motivos que fundan las
sospechas de la Guardia Civil, ni la clase y entidad de
los posibles delitos de los que proceden los objetos que
se sospecha están en aquel domicilio, ni cuáles puedan
ser éstos y su relevancia para la investigación policial
en curso, ni si era imposible obtener dichas pruebas
por otros medios. El órgano judicial se ha limitado a
cursar sin más una petición policial fundada en simples
sospechas genéricas sin que las avale dato o circuns-
tancia objetiva alguna, y sin que se encuadre en una
instrucción penal; razones por las que, justamente en
este caso, le era exigible al Juez de Instrucción un mayor
esfuerzo en la fundamentación de su mandamiento de
entrada y registro en un domicilio particular.

8. En fin, constatada la vulneración del derecho a
la inviolabilidad del domicilio a causa de la ausencia
de motivación del Auto que decretó la controvertida
entrada y registro domiciliar, cumple ahora examinar si
las pruebas halladas en dicho acto fueron las únicas
de cargo allegadas a la vista oral y sobre las que se
fundó la convicción incriminatoria, tanto del Juez de lo
Penal como de la Audiencia Provincial, pues no cabe
duda de que dichas pruebas de cargo serán nulas si
han llegado al juicio como pruebas obtenidas directa-
mente de la entrada y registro contrarios al art. 18.2
C.E. (por todas, STC 94/1999).

En el caso de autos, poco importa que el domicilio
registrado haya sido el de un tercero (como lo fue en
la STC 290/1994), puesto que el recurrente, parte en
el proceso penal en el que resultó condenado a con-
secuencia de lo hallado en el domicilio de un tercero
indebidamente registrado, posee un indudable interés
legítimo en hacer valer en la instancia judicial oportuna,
y eventualmente en el proceso de amparo constitucional,
la nulidad de aquel registro y de las pruebas que traen
su origen del mismo. Y no para preservar su derecho
a la inviolabilidad del domicilio o el de un tercero, sino
para esgrimir fundadamente su derecho a la presunción
de inocencia (art. 24.2 C.E.).

Hemos de recordar aquí una vez más la doctrina sen-
tada por este Tribunal en materia de prueba ilícita en
sus SSTC 114/1984, 81/1998, y 49/1999, recogidas
todas ellas en las muy recientes 94/1999, 161/1999,
166/1999 y 171/1999, y muy en especial en la ya
citada STC 94/1999, que versa justamente sobre un
caso de inviolabilidad del domicilio. En lo que debemos
detenernos ahora es en lo que este Tribunal ha dicho

respecto de las llamadas pruebas de cargo directas ilí-
citamente obtenidas, así como de las pruebas de cargo
indirectas o derivadas de las primeras, y que, en síntesis,
no es sino que las primeras son inválidas y no cabe
hacerlas valer en juicio. Respecto de las segundas, serán
sólo inválidas en la medida en que estén jurídicamente
ligadas de manera inescindible a las directas; esto es,
si entre unas y otras hay lo que hemos denominado
«conexión de antijuricidad», que debe anudarse, como
expresó la Sentencia de Pleno 81/1998, al examen
sobre si las necesidades esenciales de tutela de la rea-
lidad y la efectividad del derecho fundamental en cues-
tión, en este caso el derecho a la inviolabilidad del domi-
cilio (art. 18.2 C.E.), exigen la expulsión del acervo pro-
batorio de cargo de aquellas pruebas derivadas de las
prohibidas en atención a la entidad objetiva de la vul-
neración sufrida (fundamento jurídico 6.o).

Con arreglo a nuestra jurisprudencia, el canon de la
conexión de antijuricidad entre prueba directa y prueba
indirecta (por todas, STC 94/1999, fundamentos jurí-
dicos 6.o y 7.o), cuyo fundamento no es otro que el
propósito de alcanzar una efectiva preservación de los
derechos fundamentales mediante una medida cuyo pro-
pósito sea disuadir de su lesión, parte de la ponderación
de la índole y características de la vulneración, así como
de su resultado, condicionándolo por regla general a
lo que resulte de un juicio de experiencia que debe rea-
lizar, en principio, el órgano judicial encargado de valorar
dicha prueba, y que debe consistir en si el conocimiento
derivado de la misma, y su conexión con la principal
y directa, hubiera podido adquirirse normalmente por
medios distintos y autónomos de los que han causado
la vulneración del derecho fundamental. Sin perjuicio
de que a este Tribunal le quepa examinar si, no obstante,
esa prueba derivada, que no ha sido considerada por
el órgano judicial prueba contaminada por la prohibida,
es suficiente o no para enervar la presunción de ino-
cencia del acusado (SSTC 189/1998, 220/1998,
7/1999, 91/1999, 120/1999). También hemos dicho
que la indagación y constatación de la conexión de anti-
juricidad debe venir ligada a un aspecto complementario,
que no es otro que el referido a las circunstancias con-
cretas en las que ha tenido lugar la obtención de la
prueba derivada, como son el derecho fundamental sus-
tantivo vulnerado, la entidad de esa vulneración y de
la existencia o inexistencia de dolo o culpa grave en
el ánimo de aquellos que han infringido del derecho
fundamental sustantivo, entre otros factores a tener en
cuenta, o el propósito de desalentar.

Nuestra jurisprudencia ha hecho ulteriores precisio-
nes sobre este inicial canon de conexión de antijuridi-
cidad. Hemos dicho que en algunas ocasiones el derecho
fundamental sustantivo vulnerado constituye un elemen-
to de definición del estatuto procesal básico del recurren-
te al proteger de forma instrumental su vida privada,
sin cuya vigencia efectiva podría, también, vaciarse de
contenido el sistema entero de los derechos fundamen-
tales, y entre este tipo de derechos fundamentales sus-
tantivos hemos incluido el derecho a la inviolabilidad
del domicilio. En el presente caso, es obvio que la inten-
sidad y gravedad de la lesión es menor, puesto que el
derecho fundamental sustantivo, la inviolabilidad del
domicilio, se refiere al ocupado por un tercero y no por
el propio recurrente, cuya vida íntima o esfera privada
protegida por el ámbito de su domicilio y garantizada
por el art. 18.2 C.E. ha quedado salvaguardada e intan-
gible. Hemos dicho también que posee capital relevancia
el hecho de que la vulneración del derecho fundamental
sustantivo sea empleado o sus efectos se utilicen direc-
tamente para condenar al recurrente, provocando así
un evidente desequilibro en favor de quien recaba ins-
trumentos probatorios con desprecio de los derechos
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fundamentales de otro y en contra del que será con-
denado. Por otro lado, hay que tener también en cuenta
las circunstancias mismas en las que se produjo aquella
vulneración del derecho fundamental sustantivo, en este
caso de un tercero, y el comportamiento de quienes
lo vulneraron, en función de la entidad de la lesión, lo
que debe anudarse, como hemos dicho ya, a la necesidad
de disuadir de estos actos lesivos de derechos fun-
damentales.

9. En el caso concreto, del conjunto de las actua-
ciones se deduce que las únicas pruebas de cargo prac-
ticadas en la vista oral, y que llevaron a los órganos
judiciales a la convicción de que el ahora recurrente
de amparo era autor y culpable de un delito de tenencia
ilícita de armas, por el que resultó finalmente condenado,
han sido el hallazgo material de la escopeta con sus
cañones recortados en el domicilio registrado, que no
era el del demandante de amparo, y, en el caso del
Juez de lo Penal, las declaraciones de ambos encau-
sados, tanto las del coimputado en cuyo domicilio se
halló el arma, como las del recurrente de amparo, tam-
bién inculpado ante la jurisdicción penal; pues las res-
tantes declaraciones depuestas en el juicio oral por los
agentes de la Guardia Civil y los testigos versaron, o
bien sólo sobre las circunstancias del registro y el hallaz-
go del arma (así las declaraciones de los Guardias Civiles)
o bien no versaron sobre la tenencia y manipulación
del arma (caso de los dos testigos).

Pues bien, con arreglo a lo dicho por este Tribunal
en ocasiones similares (SSTC 228/1997 y, en especial,
STC 94/1999, fundamento jurídico 8.o), la nulidad del
registro se extiende al hallazgo del arma manipulada
y al acta de la entrada y registro donde se recogió su
resultado. Sin embargo, establecer si el testimonio del
coimputado y las contradictorias declaraciones del
recurrente se ven o no contaminadas por la ilicitud de
aquellas pruebas directas, obtenidas con infracción del
art. 18.2 C.E., requiere un examen más detenido.

Es cierto que las primeras declaraciones del coim-
putado ante la Guardia Civil y ante el Juez de Instrucción
son la consecuencia directa de haberse hallado un arma,
de la que no poseía la preceptiva licencia, en su domicilio,
cuando ni parecía ser éste el objeto concreto del registro
(y así se desprende tanto del tenor del oficio policial
y del Auto del Juez de Instrucción, como de que así
lo reconoció uno de los Guardias Civiles en su testimonio
en la vista oral del juicio penal), ni hay indicio alguno
que permita sostener que la detención del Sr. Borja Dual
y sus declaraciones se hubieran obtenido con motivo
de otras diligencias de investigación, dado que la única
practicada respecto del delito de tenencia ilícita de armas
por el que se condenó al solicitante de amparo fue, pre-
cisamente, a consecuencia de la entrada y registro en
el domicilio del Sr. Borja Dual en busca de objetos de
ilícita procedencia.

Sin embargo, no es menos cierto que el Sr. Borja
Dual realizó su declaración en la vista oral con todas
las garantías, y sin que resulte ahora relevante la posible
motivación interna que le haya podido mover a realizarlas
inculpando al recurrente de amparo (SSTC 51/1995 y
86/1995), y que sirvieron al Juez Penal, de consuno
con las del recurrente, Sr. Bordás Polidura, para enervar
la presunción de inocencia de ambos respecto de la
comisión del delito de tenencia ilícita de ramas del art.
254 del C.P. vigente en aquel momento. Como también
es cierto que no puede negarse el hecho mismo de que
el arma existe y fue hallada, a pesar de la ilicitud cons-
titucional del registro, cuya única consecuencia a estos
efectos es que no puede traerse a la vista oral como
prueba de cargo dicha existencia y hallazgo al ser una
prueba obtenida con infracción del art. 18.2 C.E., pero
no que deba eludirse el hecho mismo de que ese arma

efectivamente se halló y existe (por todas, STC
161/1999).

En consecuencia, dado que es innegable que se halló
un arma en el domicilio del coimputado, razón por la
que fue detenido, se le tomó declaración y, finalmente,
se le inculpó por la comisión de un delito de tenencia
ilícita de armas; y dado que la declaración hecha por
el Sr. Borja Dual sobre ese hecho estuvo rodeada de
todas las garantías constitucionalmente exigibles, tanto
las depuestas durante la instrucción del caso como luego
en la vista oral, no cabe sino concluir que su testimonio
no ha afectado ni menoscabado las necesidades esen-
ciales de tutela de su derecho a la inviolabilidad del
domicilio. Por esta razón, no es posible sostener que
entre esta prueba testimonial y la ilicitud de la entrada
y registro del domicilio del testigo, y las pruebas directas
que de semejante acto se han derivado (hallazgo y exis-
tencia del arma y acta del registro en cuestión), exista
una nexo de antijuricidad que la invalide.

A igual resultado debemos llegar respecto de las con-
fesiones autoinculpatorias efectuadas por el recurrente
ante la Guardia Civil y el Juez de Instrucción, y que han
sido las tenidas en cuenta tanto por el Juez de lo Penal
como por la Audiencia Provincial para formar su con-
vicción incriminatoria, ya que en la vista oral negó su
tenencia del arma y que le hubiese recortado los caño-
nes. No sólo su confesión se produjo voluntariamente
y con todas las garantías, pues consta en el atestado
de la Guardia Civil obrante en los autos la diligencia
de detención y lectura de derechos del Sr. Bordás Poli-
dura en la que se dejó constancia de que se le informó
de las causas de su detención y de sus derechos, de
conformidad con lo dispuesto en el art. 520 L.E.Crim.,
y de su deseo de declarar, declaración hecha en pre-
sencia de un Letrado y en la que reconoce que había
recortado los cañones de la escopeta, lo que ratificó
ante el Juez de Instrucción en presencia de su Abogado
(y de hecho el demandante de amparo no impugna estas
diligencias por infracción del art. 24.2 C.E.). Además,
la práctica de la confesión tuvo lugar en el transcurso
de la instrucción abierta tras el hallazgo del arma mani-
pulada, hecho cuya existencia es incontrovertible, y tras
las declaraciones del coimputado Sr. Borja Dual ante
la Guardia Civil y el Juez de Instrucción, efectuadas tam-
bién con todas las garantías como se desprende de las
actuaciones. Dichas declaraciones, que inculpaban al
ahora recurrente de amparo y se reprodujeron en la vista
oral, son independientes del registro inválido y de las
pruebas contaminadas por su ilicitud constitucional. Este
cúmulo de circunstancias, de acuerdo con lo que este
Tribunal ha dicho en la STC 161/1999 (fundamento
jurídico 4.o), conduce derechamente a afirmar que se
trata de diligencias, convertidas luego en pruebas de
cargo independientes y válidas, ya que la voluntariedad
de las declaraciones autoinculpatorias del demandante
de amparo, efectuadas con todas las garantías, y su fun-
damento en hechos no contaminados por la ilicitud cons-
titucional del registro domiciliario que está en el origen
del proceso penal en cuestión, han roto la conexión anti-
jurídica que pudiera vincularlas, más allá de lo puramente
causal, al mencionado registro y a las pruebas que de
él se derivaron, que hemos dicho resultan prohibidas.

Alcanzada la conclusión de que ni la prueba con-
sistente en la declaración del coimputado Sr. Borja Dual,
ni la del recurrente, en las especiales circunstancias en
las que ésta se efectuó en la vista oral y se valoró por
los órganos judiciales, se han obtenido con infracción
del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio
(art. 18.2 C.E.), como se sostiene en la demanda de
amparo, no cabe sino afirmar que no ha habido tampoco
violación de la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.)
por esa razón, que es la única esgrimida por el deman-
dante de amparo en su recurso.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, a veinte de diciembre de mil novecientos
noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo
Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia
Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

1182 Sala Segunda. STC 240/1999, de 20 de
diciembre de 1999. Recurso de amparo
2.897/95. Promovido por doña María Gracia
Rosillo Carrasco frente a la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Castilla y León,
que confirmó la negativa de la Consejería de
Sanidad a declararla en situación de exceden-
cia voluntaria para el cuidado de una hija. Vul-
neración del derecho a no ser discriminada
por razón del sexo: Denegación del derecho
a la excedencia para el cuidado de hijos a
una funcionaria interina, que desempeña un
puesto de médico durante más de cinco años
y ofrece pruebas estadísticas. Voto particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.897/95, interpuesto
por doña María Gracia Rosillo Carrasco, representada
por la Procuradora de los Tribunales doña María José
Millán Valero y defendida por el Letrado don Luis Suárez
Machota, contra la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León, de 27 de junio de 1995, resolutoria del
recurso núm. 384/95. Ha intervenido el Ministerio Fiscal
y ha sido parte la Comunidad Autónoma de Castilla y
León, representada por el Letrado de sus servicios jurí-
dicos don Fernando Herrero Batalla. Ha sido Ponente
el Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia de Madrid el día 27 de julio de 1995 y registrado
ante este Tribunal el día siguiente, la Procuradora de
los Tribunales doña María José Millán Valero, en nombre
y representación de doña María Gracia Rosillo Carrasco,
formuló demanda de amparo constitucional contra la
Sentencia de la que se hace mérito en el encabe-
zamiento.

2. Los hechos de que trae causa la demanda de
amparo relevantes para la resolución del caso son, en
síntesis, los siguientes:

a) La demandante, que prestaba servicios como
médico interino en el Equipo de Atención Primaria de
Barco de Ávila desde el 3 de marzo de 1990, solicitó,
con efectos de 10 de enero de 1995, excedencia volun-
taria por cuidado de una hija que había nacido el día
19 de septiembre de 1994. La solicitud, presentada el
13 de diciembre de 1994, se amparaba en el vigente
texto del art. 29.4 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública, según
redacción dada por la Ley 3/1989, de 3 de marzo.

b) Mediante Resolución de 2 de enero de 1995,
la Secretaría General de la Consejería de Sanidad y Bie-
nestar Social de la Junta de Castilla y León desestimó
la referida solicitud, por entender que «la necesidad o
urgencia de la prestación del servicio es, pues, la causa
del nombramiento de un interino para el desempeño
de las funciones de un determinado puesto de trabajo,
de lo que puede deducirse que la interrupción en la
prestación del servicio hace desaparecer la causa que
justificó el nombramiento y, en consecuencia, se rompe
la vinculación del interino con la Administración».

De ahí, entiende la Resolución recurrida, se desprende
que al interino, que, por su específica causa de nom-
bramiento, no tiene derecho a la permanencia o esta-
bilidad en el puesto para el que ha sido designado, no
le pueda ser extendido el sistema de excedencias legal-
mente establecido, únicamente aplicable a los funcio-
narios de carrera, dado que aquel sistema es consecuen-
cia «no de la concreta realización de las funciones de
un determinado puesto de trabajo, sino de la “relación
de servicio” que nace desde la adquisición de la con-
dición de funcionario de carrera».

c) Interpuesto frente a la mencionada denegación
recurso contencioso-administrativo por vulneración del
art. 14 C.E., al imputarse a aquélla una discriminación
por razón del sexo de la recurrente, la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y León dicta Sentencia, objeto del presente
recurso de amparo, en 27 de junio de 1995, por la que
se desestima la pretensión de la recurrente.

En concreto, tras recordar, con cita de la jurispru-
dencia de este Tribunal, que el juicio de igualdad requiere
de la aportación del necesario «término de comparación»
(esto es, que, previamente, a un funcionario interino
varón le haya sido concedida la excedencia voluntaria
por cuidado de hijo), sostiene que legalmente no es posi-
ble conceder a un funcionario interino la excedencia soli-
citada, «pues toda vez que el funcionario interino es fun-
cionario solamente mientras ocupe un puesto de trabajo
determinado, careciendo de adscripción permanente a
la función pública, no es posible suspender ésta mediante
ninguna clase de excedencia». De ahí que, aun en el
supuesto de que a un funcionario interino varón le hubie-
ra sido concedida la referida excedencia, sería de apli-
cación, a fin de desestimar la pretensión de la recurrente,
la doctrina constitucional «según la cual la igualdad sólo
es exigible dentro de la legalidad, sin que el art. 14
de la Constitución pueda ser utilizado para justificar vio-
laciones del ordenamiento».

En todo caso, entiende el Tribunal que la denunciada
discriminación por razón de sexo se basa en «un peculiar
razonamiento de orden estadístico, según el cual si son
sólo las mujeres quienes utilizan la excedencia por cui-
dado de hijos, las restricciones en su otorgamiento vie-
nen a discriminarlas, en cuanto que no se aplican a los
varones». Con este razonamiento, apostilla el órgano judi-
cial, se olvida que la excedencia por cuidado de hijos


